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ACCIÓN DE TUTELA / TUTELA CONTRA SENTENCIA DE TUTELA / IMPROCEDENCIA COMO REGLA GENERAL / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL
ACCIÓ DE TUTELA – Tutela contra decisiones de tutela: improcedencia como regla general.

… Comoquiera que se trata de una acción contra un fallo de tutela, en principio, se torna improcedente la tutela, puesto que, la Corte Constitucional de forma pacífica ha establecido que por regla general las acciones de tutela contra sentencias de tutela son improcedentes para evitar que un conflicto se prolongue indefinidamente en desmedro de la seguridad jurídica y la cosa juzgada constitucional. 

…No obstante, la excepción a la regla es que este tipo de tutelas son admitidas únicamente cuando la sentencia controvertida no ha sido objeto de revisión por la Corte y se busca revertir o detener situaciones graves suscitadas por el cumplimiento de una orden en sede de tutela. Para el caso, se debe configurar la “cosa juzgada constitucional fraudulenta” que se presenta cuando se materializa un negocio fraudulento o engañoso a través de medios procesales que genera un perjuicio ilícito a terceros y a la comunidad. 

ACCIÓN DE TUTELA CONTRA DECISIONES DE TUTELA – Reglas de procedencia excepcional.

Estas reglas jurisprudenciales se desarrollaron en la SU627 de 2015, reiterada en la SU116 de 2018 y la SU349 de 2019. En esta última providencia, la Alta Corporación recordó las siguientes subreglas sobre la procedencia de acciones de tutela contra decisiones de tutela, así:

“(I). “Para establecer la procedencia de la acción de tutela, cuando se trata de un proceso de tutela, se debe comenzar por distinguir si ésta se dirige contra la sentencia proferida dentro de él o contra una actuación previa o posterior a ella”.

a.     “Si la acción de tutela se dirige contra la sentencia de tutela, la regla es la de que no procede”.

b.     “Esta regla no admite ninguna excepción cuando la sentencia ha sido proferida por la Corte Constitucional, sea por su Sala Plena o sea por sus Salas de Revisión de Tutela. En este evento solo procede el incidente de nulidad de dichas sentencias, que debe promoverse ante la Corte Constitucional”.

c.      “Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o tribunal de la República, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional, cuando exista fraude y por tanto, se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada; (ii) se demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus omnia corrumpit); y (iii) no exista otro medio, ordinario o extraordinario, eficaz para resolver la situación. (…)”. (Negrilla fuera de texto)
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SENTENCIA No. 06
Acta de Discusión No. 11 del 12 de febrero 2025
En la fecha y una vez cumplido el trámite de ley, se decide la acción de tutela de la referencia en primera instancia, promovida por la señora MARTHA LUCÍA BARRIGA RODRÍGUEZ en calidad de Jueza Quinta de Paz de Pereira y ADRIANA VALENTINA CASTAÑO BETANCUR, en contra de la señora MÓNICA LILIANA GARCÍA ACOSTA en calidad de Defensora del Pueblo Seccional Pereira y GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR y como vinculados la COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DE PEREIRA, el JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE PEREIRA, el JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA y la DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL RISARALDA.
Cuestión Previa

Por reparto del 12 de noviembre de 2024, se asignó el conocimiento de la acción al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, admitió la tutela el 13 del mismo mes y profirió sentencia de primera instancia el 22 de noviembre de 2024. 
Inconforme con la decisión, la parte actora presentó impugnación contra el fallo para que fuera resuelto por el superior y según el acta del 12 de diciembre de 2024, le correspondió a la Sala No. 2 de Decisión Penal del Tribunal de Pereira, con ponencia del Magistrado Carlos Alberto Paz. Posteriormente, el 31 de enero de 2025 decretó la nulidad de todo lo actuado desde el auto del 13 de noviembre de 2024, inclusive, y ordenó remitir el expediente a la Sala Laboral del Tribunal de Pereira.
El 03 de febrero de 2025 se asignó la tutela en primera instancia al despacho 03 de la Sala Laboral y el 04 del mismo mes, se admitió la acción ordenando la vinculación de la Comisión Seccional de Disciplina Judicial, el Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Pereira y el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira.
Adicionalmente, se aclara que, si bien se omitió mencionar a la DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL RISARALDA en el auto de admisión del 04 de febrero de 2025, la entidad fue notificada en debida forma, tanto así que contestó la acción dentro del término establecido y allegó las pruebas a su favor (anexo07); por lo tanto, se entiende subsanada la omisión.

I. ANTECEDENTES

Las accionantes MARTHA LUCÍA BARRIGA RODRÍGUEZ en calidad de Jueza Quinta de Paz de Pereira y ADRIANA VALENTINA CASTAÑO BETANCUR promovieron la acción de tutela al considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso, consagrado en la Constitución Política, basado en los siguientes,
HECHOS

La parte actora señaló que el señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR fue citado a la audiencia de conciliación en el Juzgado Quinto de Paz por solicitud de la señora ADRIANA VALENTINA CASTAÑO BETANCUR, quien aseguró que aquél estaba haciendo uso indebido de un bien inmueble del cual es propietaria. No obstante, el citado no se presentó a la diligencia donde se solicitaría la entrega inmediata del inmueble.
Luego, el Juzgado de Paz fijó avisos en la puerta de la vivienda abandonada, pero el señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR no compareció al proceso en el que se determinó que estaba ocupando un bien de manera arbitraria y se inició el procedimiento para su recuperación.
Seguidamente, el señor GIOVANNI acudió a la DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL DE PEREIRA y con la coadyuvancia y asesoría de la señora doctora MÓNICA LILIANA GARCÍA ACOSTA, presentó acción de tutela alegando la vulneración al debido proceso y adjuntó escrituras públicas y certificados de tradición para probar ser el “supuesto” propietario del inmueble en cuestión.
Cuenta que, la acción de tutela presentada por GIOVANNI le correspondió en primera instancia al JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE PEREIRA que decidió tutelar los derechos y ordenó compulsar copias a la COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DE PEREIRA (antes Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura) para que iniciara la investigación a que hubiere lugar contra la Jueza Quinta de Paz. Esta decisión se confirmó en segunda instancia por el JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA.
Advirtió que entre los elementos probatorios arrimados en la tutela por el señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR, se encuentra la escritura pública No. 2154 del 11 de noviembre de 2015 que contiene la compraventa de nuda propiedad donde funge él como uno de los compradores, pero los jueces no se percataron de que se trataba de un inmueble ubicado en la calle 11 No. 4-48, con matrícula inmobiliaria 290-146767, el cual es totalmente diferente a la vivienda objeto del presente litigio que está ubicada en la calle 11 No. 4-30, apartamento 2, piso 2 del barrio Bavaria.
Dado lo anterior, consideró que el señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR mintió a la DEFENSORA DEL PUEBLO e indujo al error a los jueces de tutela que conocieron el asunto en primera y segunda instancia, pues se trataba de dos inmuebles diferentes y el accionante no vivía en ninguno de ellos, incluso anotó un lugar de notificación en otra dirección ubicada en la calle 2 bis No. 27ª -63. Con todo, considera que existían pruebas suficientes para concluir que el señor GIOVANNI no reside en la vivienda y no es propietario ni poseedor del bien en cuestión.
Como consecuencia, aseguró que durante el trámite constitucional se vulneró el debido proceso, puesto que los fallos de tutela y la compulsa de copias para investigación disciplinaria se basaron en pruebas indebidas o valoradas erróneamente.
PRETENSIONES

La parte accionante solicita se proteja su derecho fundamental al debido proceso y, en consecuencia, 1) se disponga vincular a la investigación disciplinaria a la doctora MÓNICA LILIANA GARCÍA ACOSTA y al señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR, comoquiera que han surgido hechos nuevos que conducen a establecer la ocurrencia de un yerro por parte del juez de la República; 2) definir que la COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DE PEREIRA, es la competente para definir y fallar en derecho respecto de los hechos planteados; 3) decretar la práctica de pruebas documentales.
POSICIÓN DE LA ACCIONADA Y VINCULADO
1) La DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL RISARALDA confirmó que por solicitud del señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR se presentó acción de tutela solicitando la protección del derecho al debido proceso, pues aseguró que no acudió voluntariamente a dirimir el conflicto ante la Justicia de Paz y, a pesar de ello, fue notificado de una orden de desalojo sin que se adelantara el procedimiento legal correspondiente. Como consecuencia, el JUEZ SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES tuteló los derechos del actor a través de la sentencia del 09 de mayo de 2024 y ordenó la compulsa de copias a la Sala Disciplinaria contra la JUEZA QUINTA DE PAZ.
Aclaró que los Jueces de Tutela sustentaron su decisión en la falta de voluntad de GIOVANNI para iniciar y ser parte del proceso que se adelantó ante el Juez de Paz, lo que configuró la falta de competencia. 
Agregó que no es cierto que se haya inducido a error al juez de tutela, pues las hoy accionantes tuvieron la oportunidad de contestar la acción y aportar las pruebas correspondientes; que la Defensoría no vulneró sus derechos fundamentales y solo brindó acompañamiento en la tutela al señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR. (anexo07)
2) La COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DE RISARALDA informó que, por reparto del 22 de mayo de 2024, le correspondió al despacho 02 la compulsa de copias dispuesta por el JUEZ SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE PEREIRA contra la JUEZ QUINTA DE PAZ de Pereira, por la presunta extralimitación en el ejercicio de sus funciones, con ocasión de la actuación surtida entre ADRIANA VALENTINA CASTAÑO BETANCURT y GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR. 
Expuso que el asunto disciplinario se radicó bajo el No. 66001250200220240042100, que el 27 de mayo de 2024 se dispuso la indagación previa y se ordenó a la señora MARTHA LUCÍA BARRIGA RODRÍGUEZ acreditar la calidad de Juez de Paz. En respuesta, la Secretaría de Desarrollo Social y de Familia de la Alcaldía de Pereira, allegó la certificación y el expediente pasó a despacho el 30 de mayo de 2024.
Finalmente, advirtió que la Comisión no ha vulnerado los derechos de las accionantes y solicitó su desvinculación de la acción de tutela. (anexo08)

3) Las demás partes guardaron silencio.

II. CONSIDERACIONES
Le corresponde a esta Sala de Decisión establecer si en el presente caso alguna de las partes accionadas o vinculadas, vulneró el derecho fundamental al debido proceso de las señoras MARTHA LUCÍA BARRIGA RODRÍGUEZ en calidad de JUEZA QUINTA DE PAZ DE PEREIRA y ADRIANA VALENTINA CASTAÑO BETANCUR.
1. Sobre la Acción de Tutela
El artículo 86 de la Constitución Política consagra la Acción de Tutela como un instrumento jurídico a través del cual los ciudadanos pueden acudir ante los Jueces Constitucionales a reclamar la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estén siendo vulnerados, sin mayores requerimientos de índole formal y con la certeza de obtener oportuna resolución. 
Así pues, la Tutela procede frente a situaciones de hecho que representen quebranto o amenaza de dichos derechos fundamentales, cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable; de esta forma, se propende por cumplir uno de los fines esenciales del Estado Social de Derecho de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados constitucionalmente.
Se trata entonces de una categoría constitucional de protección que consagró la Constitución de 1991, tendiente a salvaguardar los derechos fundamentales de las personas, de lesiones o amenazas de vulneración por parte de una autoridad pública y, bajo ciertos supuestos, por parte de un particular. Es un procedimiento judicial específico, autónomo, directo y sumario, que en ningún caso puede sustituir los procesos judiciales que establece la ley; en ese sentido, la Acción de Tutela es un instrumento jurídico de carácter subsidiario que no puede ser asumida como una institución procesal alternativa, supletiva, ni sustitutiva de las competencias constitucionales y legales de las autoridades públicas.
Bajo este panorama, el Decreto 2591 de 1991 establece ciertos requisitos de la acción de tutela que exige al juzgador analizar juiciosamente los fundamentos de hecho y pretensiones de la acción, a fin de determinar si se cumplen de los presupuestos necesarios para la procedencia de la tutela; éstos son: 1) invocación de afectación de un derecho fundamental; 2) legitimación de causa por activa; 3) legitimación de causa por pasiva; 4) inmediatez; 5) subsidiariedad.
La H. Corte Constitucional en sentencia T- 871 de 1999, respecto a la procedencia de la acción de tutela, precisó que: 
“La tutela es un mecanismo residual o subsidiario para la protección de los derechos fundamentales de las personas. Por lo tanto, sólo se puede acudir a ella cuando no exista un mecanismo alternativo de defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del derecho. En razón de lo anterior la actividad del juez de tutela cuando se pide el amparo de derechos fundamentales debe estar dirigida a determinar: si no hay un medio alternativo de defensa judicial, en cuyo caso debe establecer si existió o no la violación del derecho y proceder en consecuencia a ampararlo o a desestimar la pretensión; si existe el medio alternativo de defensa judicial, debe juzgar si éste resulta o no idóneo y eficaz para la protección del derecho. Si acontece lo primero, la tutela es improcedente como instrumento definitivo de protección, pero el juez debe examinar si ella es viable como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Ante la segunda hipótesis, debe acceder a la tutela impetrada en forma definitiva si encuentra acreditada la violación del derecho.” 

De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la acción de tutela tiene carácter residual y subsidiario, y por lo tanto solo procede en los siguientes casos: (i) cuando la persona no cuenta con otro medio de defensa judicial, (ii) cuando el medio judicial existente es ineficaz, o (iii) cuando se interpone para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual el amparo deberá ser transitorio.
2. Sobre el Derecho al Debido Proceso 
 
El derecho al debido proceso se encuentra contenido en el artículo 29 de la Constitución Política que reza:  
 
“ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 
 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.” 
 
De esta manera es clara la intención del Constituyente al determinar que cualquiera de las actuaciones judiciales y administrativas deben acatar plenamente todos los procedimientos legales, constitucionales y jurisprudenciales previamente establecidos que son propios en cada tipo de proceso. 
 
En múltiples sentencias de la Corte Constitucional se ha definido la noción de debido proceso como una forma de evitar una eventual conducta abusiva, de brindar transparencia en los procesos de administración de justicia y de buscar un orden justo, lo cual, implica que toda autoridad pública o privada, esté sujeta al respeto no solo a las normas legalmente constituidas, sino a los valores, principios y derechos constitucionales que consagran el ordenamiento jurídico y el estado social de derecho. Así en sentencias como la C-214 de 1994, la Corte Constitucional señaló: 
 
“Corresponde a la noción de debido proceso, el que se cumple con arreglo a los procedimientos previamente diseñados para preservar las garantías que protegen los derechos de quienes están involucrados en la respectiva relación o situación jurídica, cuando quiera que la autoridad judicial o administrativa deba aplicar la ley en el juzgamiento de un hecho o una conducta concreta, lo cual conduzca a la creación, modificación o extinción de un derecho o la imposición de una obligación o sanción". 
 
Así mismo, en sentencia T-280 de 1998, indicó: 
 
“El debido proceso es todo un conjunto de derechos de las personas expresado en los artículos 28 (libertad de movimiento y otras cortapisas que se le imponen al Estado), 29 (el propio debido proceso y el derecho de defensa), 30 (recurso de habeas corpus), 31 (doble instancia), 33 (inmunidad penal), 34 (prohibición de destierro, confiscación y prisión perpetua), 36 (derechos de asilo). La importancia del debido proceso se liga a la búsqueda del orden justo, por consiguiente, en la Constitución de 1991 el debido proceso es algo más profundo que tipificar conductas, fijar competencias, establecer reglas de sustanciación y ritualismos, indicar formalidades y diligencias, como se deducía de los términos empleados por la ley 153 de 1887.” 
 
A lo largo de su jurisprudencia se ha defendido la tesis según la cual, el derecho al debido proceso comprende garantías que limitan materialmente el posible ejercicio abusivo de las autoridades estatales y aseguran el actuar recto y cumplido de la administración de justicia, la seguridad jurídica y las decisiones conforme a derecho. (Sentencia T-416/98 y Sentencia T-323/99) 
3. Acción de Tutela contra providencias judiciales. 
 
A través de diferentes sentencias, la Corte Constitucional ha elaborado posiciones jurisprudenciales de interpretación para la procedencia de la tutela contra providencias judiciales, de manera inicial las señaló como “vías de hecho judicial” y posteriormente, amplió su interpretación para establecer unas “causales generales y específicas de procedencia”. Así, en sentencia C-590 de 2005 sistematizó los requisitos de carácter general y específicos de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, los cuales han sido reiterados por la misma Corporación. 
 
Como requisitos generales de procedencia o “requisitos o causales generales de procedibilidad”, para que una decisión judicial pueda ser revisada, señaló: 
 
“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. El juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional, so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa por qué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes.  
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio ius fundamental irremediable. Razón por la cual, constituye un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. De no ser así, al asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección alternativo, se vaciaría de competencias a las distintas autoridades judiciales y se concentrarían indebidamente en la jurisdicción constitucional todas las decisiones inherentes a estas jurisdicciones.  
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, esto es, que la acción de tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración. De lo contrario, al permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica, puesto que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.  
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe comprobarse que esta tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial, siempre que esto hubiere sido posible. 
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela. Esto por cuanto los debates sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas.”1 
 
4. Caso Concreto
En primer lugar, de conformidad con los requisitos generales para que proceda la tutela, la Sala se ocupará de determinar si en el asunto bajo estudio se cumplen dichas exigencias. En segundo lugar, superados los anteriores, se deberá establecer si los accionados vulneraron los derechos fundamentales de la parte accionante.
Cumplimiento de los requisitos generales de procedibilidad de la tutela.

a) Invocación de afectación de un derecho fundamental: en la presente tutela las accionantes MARTHA LUCÍA BARRIGA RODRÍGUEZ en calidad de JUEZA QUINTA DE PAZ DE PEREIRA y ADRIANA VALENTINA CASTAÑO BETANCUR consideran que la señora MÓNICA LILIANA GARCÍA ACOSTA en calidad de Defensora del Pueblo Seccional Pereira y GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR transgredieron su derecho fundamental al debido proceso, salvaguardado por la Constitución Política de Colombia en el artículo 29.
Ahora, revisados los hechos narrados, las contestaciones y pruebas, esta Sala de Decisión infiere que la presunta vulneración al debido proceso alegada por las accionantes en realidad surge por un supuesto error inducido e indebida valoración probatoria en la sentencia de tutela, proferida en primera instancia por el JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE PEREIRA el 09 de mayo de 2024
 y en segunda instancia por el JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA del 21 de junio de 2024
, en las que se decidió tutelar los derechos del señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR y ordenar la compulsa de copias contra la MARTHA LUCÍA BARRIGA RODRÍGUEZ en calidad de Jueza Quinta de Paz de Pereira.
De modo que, para integrar correctamente el contradictorio se ordenó la vinculación de los jueces de tutela involucrados y a la COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DE PEREIRA donde actualmente se adelanta el proceso disciplinario en contra de la Jueza de Paz.
Así pues, al tratarse de una presunta vulneración del debido proceso en un fallo constitucional, el cual está salvaguardado por la Constitución Política de Colombia en el artículo 29, se tendrá como acreditado este requisito.
b) Legitimación de causa por activa: esta exigencia se encuentra satisfecha, pues las que interponen la acción de tutela son las señoras MARTHA LUCÍA BARRIGA RODRÍGUEZ en calidad de JUEZA QUINTA DE PAZ DE PEREIRA y ADRIANA VALENTINA CASTAÑO BETANCUR, titulares del derecho fundamental al debido proceso del que alegan su vulneración y que surgió por un supuesto error inducido e indebida valoración probatoria del JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE PEREIRA y el JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA. 

Además, las hoy accionantes intervinieron como accionadas en el proceso constitucional; por lo tanto, cualquier determinación judicial que se adopte contra las sentencias de tutela proferidas el 09 de mayo y 21 de junio de 2024 en primera y segunda instancia, podría afectarles directa e indirectamente en sus intereses.
c) Legitimación de causa por pasiva: en este punto, es importante mencionar que el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991 dispone que, “la acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, que hayan violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2º de esta ley. También contra acciones u omisiones de particulares”. 
Para que se encuentre acreditado este requisito las accionantes deben demostrar que las accionadas vulneraron, amenazaron o pusieron en riesgo el derecho fundamental mencionado, ya sea por acción u omisión. 

Pues bien, en el presente caso la acción se dirige en contra de MÓNICA LILIANA GARCÍA ACOSTA en calidad de Defensora del Pueblo Seccional Pereira y GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR, ya que, según los hechos narrados en el escrito, presentaron pruebas indebidas que ocasionaron la inducción al error e indebida valoración probatoria por parte de los jueces de tutela.
No obstante, como se explicó anteriormente, las accionadas intrínsecamente controvierten las decisiones que profirieron el JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE PEREIRA y el JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, por lo tanto, estos son los verdaderos llamados a responder en caso de que se encuentre demostrada la trasgresión al debido proceso por indebida valoración probatoria e inducción al error de los accionados.
Por consiguiente, se ordenó la vinculación de los juzgados, con lo cual, se da por acreditado la legitimación por pasiva.
d) Inmediatez: respecto a este requisito, el Decreto 2591 de 1991 que regula el trámite de tutela, no prevé un término de caducidad; sin embargo, la Corte Suprema de Justicia ha señalado que un lapso razonable es cuando se interpone la acción dentro de los seis (06) meses desde la ocurrencia de la vulneración o amenaza (STL17796-2021).

En el asunto bajo estudio, la sentencia de tutela en primera instancia que ordenó la investigación se profirió el 09 de mayo de 2024 por el JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE PEREIRA, la segunda instancia que confirmó la decisión se falló el 21 de junio de 2024 por el JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA y las accionantes presentaron la tutela el pasado 12 de noviembre de 2024. 
De modo que, para esta Corporación la acción se presentó dentro de un plazo razonable, ya que entre la presunta vulneración que surgió con las decisiones constitucionales y la interposición de la tutela transcurrió menos de cinco (5) meses. 
En ese sentido, se tiene por acreditada este requisito de procedibilidad.
e) Subsidiariedad: El artículo 86 de la Constitución, dispone que la acción de tutela solo es procedente cuando el afectado no cuente con otro medio de defensa judicial, salvo en los casos en que sea interpuesta como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Asimismo, la jurisprudencia ha aceptado la tutela en situaciones en las que, existiendo los recursos judiciales, los mismos no son idóneos o eficaces para evitar la vulneración de derechos. 
Una vez analizados los hechos descritos, como se explicó, para esta Sala la pretensión real de las accionantes es controvertir las decisiones que en sede de tutela profirieron el JUZGADO SEGUNDO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE PEREIRA el 09 de mayo de 2024
 y el JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA el 21 de junio de 2024
 en el proceso con radicado No. 66001410500220241014900, bajo el argumento de una presunta indebida valoración probatoria e inducción al error ocasionada por el señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR en coadyuvancia de MÓNICA LILIANA GARCÍA ACOSTA en calidad de Defensora del Pueblo Seccional Pereira, quien durante el trámite constitucional allegó la escritura pública No. 2154 del 11 de noviembre de 2015 que pertenece a un inmueble totalmente diferente al que fue objeto del litigio.
Esta impresión conllevó a que los jueces tutelaran los derechos del señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR y ordenaran la investigación disciplinaria de la Juez Quinta de Paz por la vulneración del debido proceso en el trámite de desalojo de un bien inmueble y por la presunta extralimitación de sus funciones.
Comoquiera que se trata de una acción contra un fallo de tutela, en principio, se torna improcedente la tutela, puesto que, la Corte Constitucional de forma pacífica ha establecido que por regla general las acciones de tutela contra sentencias de tutela son improcedentes para evitar que un conflicto se prolongue indefinidamente en desmedro de la seguridad jurídica y la cosa juzgada constitucional. 
No obstante, la excepción a la regla es que este tipo de tutelas son admitidas únicamente cuando la sentencia controvertida no ha sido objeto de revisión por la Corte y se busca revertir o detener situaciones graves suscitadas por el cumplimiento de una orden en sede de tutela. Para el caso, se debe configurar la “cosa juzgada constitucional fraudulenta” que se presenta cuando se materializa un negocio fraudulento o engañoso a través de medios procesales que genera un perjuicio ilícito a terceros y a la comunidad. 
Estas reglas jurisprudenciales se desarrollaron en la SU627 de 2015, reiterada en la SU116 de 2018 y la SU349 de 2019. En esta última providencia, la Alta Corporación recordó las siguientes subreglas sobre la procedencia de acciones de tutela contra decisiones de tutela, así:
“(I). “Para establecer la procedencia de la acción de tutela, cuando se trata de un proceso de tutela, se debe comenzar por distinguir si ésta se dirige contra la sentencia proferida dentro de él o contra una actuación previa o posterior a ella”.
 
a.     “Si la acción de tutela se dirige contra la sentencia de tutela, la regla es la de que no procede”.
 
b.     “Esta regla no admite ninguna excepción cuando la sentencia ha sido proferida por la Corte Constitucional, sea por su Sala Plena o sea por sus Salas de Revisión de Tutela. En este evento solo procede el incidente de nulidad de dichas sentencias, que debe promoverse ante la Corte Constitucional”.
 
c.      “Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o tribunal de la República, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional, cuando exista fraude y por tanto, se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada; (ii) se demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus omnia corrumpit); y (iii) no exista otro medio, ordinario o extraordinario, eficaz para resolver la situación. (…)”. (Negrilla fuera de texto)
 
Pues bien, en el asunto bajo estudio es evidente que la acción instaurada no se dirige contra una sentencia de la Corte Constitucional y, según la información del JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, no fue seleccionada por las Salas de Revisión (anexo09), por tanto, para que sea procedente las accionantes debían demostrar que los fallos controvertidos fueron producto de una situación fraudulenta.

Al respecto, las actoras indicaron que los Jueces de Tutela basaron su decisión en las pruebas aportadas por el señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR que en realidad no demuestran que es propietario, tenedor ni poseedor del bien inmueble que está en discusión, ubicado en la calle 11 No. 4-30, apartamento 2, piso 2 del barrio Bavaria. De ahí que, consideran se configuró la indebida valoración probatoria e inducción al error.
Para esta Sala de Decisión, estas circunstancias en ningún caso se enmarcan en un escenario o actuación que se pueda endilgar de fraudulenta o ilegal, más si se tiene en cuenta que los jueces cuestionados no fallaron respecto de la titularidad o tenencia de la vivienda en conflicto. En realidad, los juzgadores concedieron la acción de tutela al tener por demostrada la vulneración del derecho fundamental al debido proceso que surgió en el momento en que la señora MARTHA LUCÍA BARRIGA RODRÍGUEZ como Jueza Quinta de Paz tramitó y decidió sobre un litigio del que no tenía competencia, ya que, según lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley 497 de 1999, ambas partes debían recurrir a la Jurisdicción de Paz de forma voluntaria, libre y de común acuerdo.
De este modo, resultaba irrelevante si el señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR demostró o no ser propietario, tenedor o poseedor de la vivienda, pues la decisión constitucional y la conclusión a la que arribaron los Jueces de Tutela sería la misma si se hubiesen percatado de que se trataba de dos inmuebles diferentes. Ello, en tanto que, se insiste, la trasgresión del debido proceso surgió por la falta de competencia en el proceso tramitado ante la Jurisdicción de Paz, donde únicamente se notificó al señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR sin que mediara su voluntad de ser parte dentro de ese proceso, como lo exige la norma.
Todo lo anterior, deja en evidencia que lo que realmente se pretende con la presente tutela es controvertir sentencias de tutela, reabrir un debate judicial que ya tuvo resolución en la Jurisdicción Constitucional y revivir la oportunidad de arrimar nuevas pruebas, para lo cual la acción es totalmente improcedente; por lo tanto, se declarará la improcedencia.
Por último, frente a las pretensiones contenidas en el escrito de tutela relacionadas con la vinculación de la doctora MÓNICA LILIANA GARCÍA ACOSTA y el señor GIOVANNI CASTAÑO BETANCUR dentro de la investigación disciplinaria y el decreto y práctica de pruebas documentales, se advierte que la acción de tutela no es el medio idóneo para imponer la vinculación de terceros en un proceso disciplinario y mucho menos ordenar a la COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DE RISARALDA decretar o practicar pruebas. Más cuando no se evidencia que las accionantes hubiesen elevado alguna petición al respecto ante la Comisión.

Para ello, le corresponde a la señora MARTHA LUCÍA BARRIGA RODRÍGUEZ como JUEZA QUINTA DE PAZ acudir directamente ante la COMISIÓN SECCIONAL DE DISCIPLINA JUDICIAL DE RISARALDA, Despacho 02, que actualmente asumió el conocimiento del asunto disciplinario con radicado No. 66001250200220240042100 y que desde el 27 de mayo de 2024 dispuso la indagación previa por presunta extralimitación de funciones.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE:
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE el amparo al derecho fundamental del debido proceso solicitado por la señora MARTHA LUCÍA BARRIGA RODRÍGUEZ en calidad de JUEZA QUINTA DE PAZ DE PEREIRA y ADRIANA VALENTINA CASTAÑO BETANCUR, por las razones expuestas en la parte motiva. 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta providencia a las partes en la forma y términos consagrados en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: EN CASO DE SER IMPUGNADA dentro de los tres (03) días siguientes a la notificación, remítase al Superior para lo de su competencia o EN FIRME la presente decisión, remítase de forma electrónica y en los términos del Acuerdo PCSJA20-11594 del 13 de julio de 2020, la presente acción de tutela ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual REVISIÓN.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Quienes conforman la Sala,

GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO

Magistrado Ponente

OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado
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